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Resumen


Este libro presenta artículos escritos por profesores y estudiantes que durante el año 2017 participaron del “Seminario sobre víctimas”, en el marco del doctorado en Derecho de la Universidad del Rosario. La obra se organiza en dos partes. La primera reflexiona sobre el concepto mismo de víctima desde diversos enfoques disciplinarios; y la segunda aborda las diferentes respuestas institucionales previstas desde el Estado y la sociedad. La preocupación central del libro han sido las víctimas en el marco del conflicto armado colombiano, sin embargo, con el fin de evidenciar la heterogeneidad que implica el universo de las víctimas, se han incluido experiencias internacionales (Argentina) y otro tipo de víctimas (p.e., víctimas de trata de personas, víctimas de ataques con agentes químicos). La heterogeneidad que se busca resaltar en el libro refleja los múltiples sufrimientos que es posible padecer y cómo la institucionalidad enfrenta el difícil reto de ofrecer respuestas que atiendan la singularidad de dicho sufrimiento. 
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The voice of the victims: challenges for the academia in the post-conflict


Abstract


This book presents articles written by professors and students who participated, during the 2017, of the Seminar on Victims, within the framework of the doctoral program in Law of the Universidad del Rosario. The book is organized in two parts. The first part analyzes the very concept of victim from different disciplinary approaches; and the second part deals with the different institutional responses provided by the State and society to fulfill the demands of those we consider as victims. The central concern of the book is the victims in the context of the Colombian armed conflict, however, in order to evidence the heterogeneity that the universe of victims implies, it has been included international experiences (Argentina) and other types of victims (i.e., victims of human trafficking and acid attack victims). The heterogeneity that book underlines reflects the multiple sufferings that it is possible to undergo and how institutions face the challenge of dealing with the singularity of this suffering.
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Presentación


El doctorado en Derecho de la Universidad del Rosario se orienta a la formación de sus estudiantes en el desarrollo de destrezas en investigación que respondan a las necesidades locales y regionales de producción de conocimiento y reflexión en el ámbito jurídico y sociojurídico, con un enfoque interdisciplinario y comparatista, que tenga como resultado una contribución original y significativa a la solución de los problemas abordados.


El proceso de enseñanza y aprendizaje en el doctorado se apoya en la experiencia y participación de los profesores que hacen parte de los grupos de investigación de la Facultad de Jurisprudencia, y se complementa con los aportes de investigadores de reconocidas universidades nacionales y extranjeras, de manera que el trabajo académico de formación le permita a los doctorandos ir avanzando en la construcción de su propuesta de investigación de manera articulada con la agenda de investigación de la facultad.


En esa medida, la presente obra colectiva es el resultado del trabajo académico adelantado en el seminario del doctorado en Derecho de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario durante el año 2017 por los profesores y los estudiantes que participaron en él. 


La organización de esta versión del seminario doctoral y la edición académica de la obra estuvieron a cargo de las profesoras Beatriz Londoño Toro y Laly Catalina Peralta González, vinculadas al Grupo de Investigación en Derechos Humanos de la Facultad de Jurisprudencia.


El eje temático desarrollado en esta oportunidad fue el relativo a los derechos de las víctimas del conflicto armado en Colombia, abordado tanto desde una perspectiva nacional como con un enfoque comparado en referencia a otros conflictos que han terminado con procesos transicionales para lograr la paz. 


Esta temática responde a una necesidad de generación de conocimiento para contribuir a la solución de un problema actual de la sociedad colombiana y se enmarca dentro de uno de los ejes estratégicos de investigación de nuestra Facultad de Jurisprudencia, cual es el de justicia, derechos humanos y posconflicto. 


Este eje trata de identificar y responder a los retos y desafíos que tiene Colombia para profundizar el Estado social de derecho y asegurar una ciudadanía más equitativa e incluyente y una paz duradera, mediante el estudio de la justicia transicional en la implementación de los acuerdos de paz y las formas de alcanzar la inclusión democrática a través de las vías judiciales e institucionales del Estado.


Manuel Alberto Restrepo Medina


Director Escuela Doctoral 


Facultad de Jurisprudencia


Universidad del Rosario





Introducción


Paul Ricoeur se refiere a la estructura dialógica del mal, afirmando que esta remite a dos componentes opuestos pero íntimamente relacionados entre sí: el mal cometido por alguien encuentra su otra mitad en el mal sufrido por otra persona (1995). Durante mucho tiempo, aquellos que sufrían esos males, en contextos de violencia sistemática, fueron entendidos como la “fatalidad del destino, el pago lógico del progreso […] el precio silencioso de la política y de la historia” (Mate, 2008, p. 21). Sin embargo, pasada la mitad del siglo XX, “el valor hermenéutico del pasado” dotó de una visibilidad particular a los sujetos que habían padecido sufrimientos en contextos de violencia masiva. Las víctimas surgieron como un actor protagónico en el “nuevo clima de justicia” de las sociedades contemporáneas y su experiencia de sufrimiento se convirtió en un imperativo moral (Mate, 2008). 


Siguiendo a Reyes Mate (2009), la pregunta obligada que surgió y sigue surgiendo en este nuevo contexto es: ¿a quién se le puede considerar víctima? En un intento por parametrizar la respuesta a esta pregunta, la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia de la Organización de las Naciones Unidas ha establecido que las víctimas son: 


personas que, individual o colectivamente, han sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados Miembros, incluida la que proscribe el abuso de poder. (Naciones Unidas, 1985)


A pesar de este y muchos otros intentos por formalizar la definición de víctima, esta categoría suele estar determinada “por los contextos políticos y normativos propios de cada sociedad y época, según los cuales esa definición se hace más o menos incluyente… más o menos restrictiva” (OPC, 2015, p. 5). Alain Badiou sugiere que el concepto de víctima es el resultado de una visión política particular: “Es desde el interior de una política que se decide quién es verdaderamente la víctima” (Badiou, 2004). De tal forma que, aunque el sufrimiento de las víctimas es una realidad tangible, visible e innegable en el contexto contemporáneo, la definición misma de quién reivindica dicha condición es una disputa política y jurídica. La importancia de dicha disputa radica en que la definición misma de víctima determina las respuestas institucionales previstas para lidiar el sufrimiento de las víctimas. 


Colombia no ha sido ajena a esta tensión. En el 2005, la aprobada Ley de Justicia y Paz estableció un concepto largo y detallado de víctima, sin embargo, diferentes expertos han sugerido que dicho concepto está por debajo de los estándares mínimos establecidos en el derecho internacional (Rengifo, 2006). Tanto el concepto como la oferta institucional prevista por la Ley ofrecieron una pobre y debilitada atención al enorme universo de víctimas creado por el accionar paramilitar.


Como respuesta a dicha falencia, la Ley 1448 de 2011, conocida como Ley de Víctimas, ofreció “una definición que permite reconocer de manera más amplia a quienes han sufrido los efectos de la guerra” (OPC, 2005). Fruto de esta definición más comprensiva, hoy Colombia cuenta con una institucionalidad amplia (aunque no siempre robusta) para atender desde diferentes frentes las necesidades de las víctimas. El “Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a Víctimas”, integrado conjuntamente por entidades públicas y privadas, tanto del ámbito nacional como del ámbito territorial, tiene por tarea formular y/o ejecutar los planes, los programas, los proyectos y las acciones específicas tendientes a la atención y la reparación integral de las víctimas de que trata la ley (PNUD, p. 28).


Actualmente, el reto que enfrenta Colombia es articular esa noción vigente de víctima, con su respectiva institucionalidad, a lo propuesto y acordado en el Acuerdo Final firmado por el Gobierno y las FARC. El Acto Legislativo 001 de 2017, por el cual se crea el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR), describe los mecanismos y medidas que lo conformarán (la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, Convivencia y No Repetición; la Unidad para la Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas en el contexto y en razón del conflicto armado; la Jurisdicción Especial para la Paz; las medidas de reparación integral para la construcción de paz y las garantías de no repetición), pero no sugiere ningún concepto particular de víctima. Es posible pensar que cada uno de los mecanismos dispuestos propondrá un concepto de víctima que se ajuste a sus disposiciones, posibilidades y responsabilidades futuras. 



Estructura del texto


El libro que presentamos se estructura en dos partes generales. La primera parte reflexiona justamente sobre la pregunta que Reyes Mate sugería: ¿a quién se le puede considerar víctima? Desde diversos enfoques disciplinarios, se reflexiona sobre el concepto mismo de víctima y bajo qué contextos se vuelve significativo (o no) dicho concepto. Se aborda la historia de violencia en Colombia como un contexto adverso y de olvido, que invisibiliza las víctimas; pero igualmente se aborda la literatura, como un contexto favorable, que ha permitido escribir el conflicto colombiano desde las voces de las víctimas. Así mismo, se realiza un ejercicio comparado para analizar la normativa jurídica que da lugar a procesos de marcación y desmarcación social que a su vez dan significado al concepto de víctima. Se abordan también grupos particulares y novedosos de víctimas (víctimas de trata de personas, de reclutamiento forzado, de desaparición forzada, de daños ambientales y de agentes químicos), cuyo reconocimiento está igualmente relacionado con contextos sociales y políticos favorables.


En la segunda parte se abordan las diferentes respuestas institucionales previstas desde el Estado para atender y responder a las reivindicaciones de aquellos que consideramos como víctimas. Para ello, se problematiza la centralidad de las víctimas como un criterio orientador de los mecanismos de búsqueda de verdad, se evalúan los desafíos que conllevan los mecanismos de participación dispuestos para las víctimas del conflicto armado, se problematiza la institucionalidad dispuesta para la reparación de las víctimas, y finalmente se aborda el derecho civil como una posible respuesta a las víctimas del conflicto. En suma, es un esfuerzo por abordar ciertos aspectos fundamentales que el Estado debe contemplar en el repertorio de respuestas previstas para lidiar con vulneraciones sufridas de manera sistemática. 


A continuación, se presenta una breve reseña de los artículos que componen cada una de estas dos secciones. La primera parte inicia con un artículo de la profesora argentina Ana Guglielmucci: “Yo (no) soy una víctima. Categorización institucional y (des)marcación social durante procesos de justicia transicional en Argentina y en Colombia”. Este trabajo reflexiona sobre la categorización estatal en tanto víctimas (especialmente mediante el análisis de normativas jurídicas) y sobre las ambigüedades y confrontaciones inherentes a procesos de marcación y desmarcación social orientados —entre otros objetivos— a reclamar, otorgar o, incluso, inhibir o rechazar el acceso a mecanismos de justicia transicional en el marco de violaciones a los DD. HH. y al DIH. De esta manera, se busca resaltar las formas en que las categorías de víctima y su contracara (la de victimario) se han vuelto significativas en ciertos contextos —y no en otros— para referirse a hechos de violencia, y las maneras en que sus sentidos han sido disputados por actores con distintos intereses. A su vez, con base en la descripción de una serie de debates sociales, se discuten algunas aproximaciones teóricas que asumen que este tipo de políticas humanitarias —en términos estructurales— tienden a desagenciar a los individuos y a resquebrajar solidaridades horizontales privilegiando el vínculo con las instituciones jerárquicas del Estado.


El segundo artículo, “Las olvidadas víctimas del pasado y del presente”, escrito por Germán Villa Fontecha, estudiante del doctorado en Derecho de la Universidad del Rosario, expone cómo en Colombia, desde los años de la violencia bipartidista hasta nuestro presente, se han venido construyendo diferentes discursos en torno a las víctimas. Esta pluralidad de discursos puede recogerse en dos tendencias discursivas diferentes. La primera, llamada el discurso amnésico, oculta e invisibiliza aspectos, elementos e información sobre las víctimas, propiciando formas el olvido. Por otro lado, la segunda tendencia, llamada el discurso anamnético, busca constantemente visibilizar y hacer memoria sobre las víctimas. En el texto es posible leer cómo las diferentes expresiones del discurso amnésico permiten leer la historia de violencia en Colombia como una historia de olvido, por lo que Villa Fontecha reivindica el discurso anamnético y plantea propuestas, en consonancia con el fortalecimiento de este discurso.


El siguiente trabajo, “Las familias como víctimas de la desaparición forzada de personas: sus implicaciones jurídicas y psicológicas”, fue escrito por el profesor de la Facultad de Psicología de la Universidad del Rosario, Dr. Miguel Gutiérrez-Peláez y la estudiante de maestría en Derecho, Hannya Melissa Ariza Galindo. Los autores exponen cómo la desaparición forzada de personas es un fenómeno jurídico y social que afecta diferentes tipos de derechos y de víctimas. Por lo tanto, más allá de la relación entre victimario y desaparecido, se presenta un contexto social y político adverso que posibilita la desaparición. Al hacer énfasis en las implicaciones en la familia de la víctima de desaparición forzosa, la pregunta que recorre el texto es cómo describir, desde una perspectiva psicosocial, la violación a los derechos humanos de los familiares de los desaparecidos, lo que significa indagar teóricamente en la construcción del concepto fragmentado de víctima en desaparición forzada y presentar no solo las consecuencias psicológicas que padecen los familiares, a partir de una desaparición forzada, sino algunas posibles soluciones.


El cuarto capítulo, escrito por Leonardo Güiza, estudiante del doctorado en Derecho de la Universidad del Rosario, se titula “Las víctimas de los daños ambientales del conflicto después del acuerdo con las FARC”. Este trabajo analiza, desde un enfoque medioambiental, el Acuerdo Final firmado entre el Gobierno colombiano y las FARC. El autor analiza la forma en que los Acuerdos abordaron los impactos ambientales de la guerra en Colombia, para ello, se enfoca en dos puntos del Acuerdo que tienen alto grado de incidencia medioambiental: la Reforma Rural Integral y la Solución al problema de los Cultivos Ilícitos. El autor afirma que los escenarios de paz necesariamente deben ser sostenibles en materia ambiental, sin embargo, el reconocimiento de las víctimas de los daños ambientales causados por el conflicto, y la reparación de estos, no fue un tema relevante en el Acuerdo Final.


El quinto, “Trata de personas y reclutamiento forzado de menores de edad: elementos y diferencias”, fue escrito por la estudiante del doctorado en Derecho, Natalia Rojas Rodríguez. A partir de un ejercicio comparativo, el artículo presenta las dificultades prácticas para la diferenciación entre niños, niñas y adolescentes víctimas de trata de personas y víctimas de reclutamiento forzado. La autora examina cómo la trata de personas está asociada, en muchas ocasiones, con otras violaciones del derecho internacional o de otros delitos, como los de índole sexual, secuestro o de alguna de las formas de esclavitud. Por ello, diferenciar este aspecto importa para el tratamiento que se dé a los jóvenes desmovilizados en el conflicto armado o para, en su caso, tipificar el delito y juzgar a los responsables.


El capítulo siguiente corresponde al tema “Las voces de las víctimas de la violencia en Colombia: una evaluación social desde la literatura”, escrito por la Dra. Vanessa Solano Cohen, texto en el cual indaga cómo la literatura, entendida como lenguaje estético y discurso social, ha escrito el conflicto interno armado colombiano desde las voces de las víctimas. La autora desarrolla una breve historia literaria de la violencia en Colombia para entender las diferencias y similitudes entre la literatura de La Violencia (en mayúscula y cursiva se refiere al periodo histórico) y la literatura de la violencia (en minúscula, al estado de conflicto social que caracteriza a la sociedad colombiana) particular del narcotráfico; lo que le permite comprender cómo el decir literario ha cuestionado la violencia como medio legitimador de poder y ha narrado las seis décadas de Estado bélico, desde las voces de las víctimas.


Finaliza esta sección con el capítulo “La estigmatización de las personas sobrevivientes de ataques con agentes químicos”, escrito por la profesora Beatriz Londoño Toro y las estudiantes de maestría, Sheila Giraldo Duque y Camila Villalobos. Este trabajo llama la atención frente al auge y reproducción de una de las formas de violencia más extrema de los últimos tiempos: las agresiones con agentes químicos. Dichas agresiones, en un escenario de posconflicto, demandan respuestas institucionales, oportunas y eficaces, que permitan no solo el reconocimiento de las víctimas y la garantía de sus derechos, sino el establecimiento de un conjunto de medidas que hagan posible su reparación y la erradicación de estas prácticas. Este capítulo tiene como base la investigación realizada con sobrevivientes de ataques con agentes químicos, a través del modelo Investigación Acción Participativa (IAP). En el documento se indaga sobre las implicaciones de la estigmatización, entre ellas la revictimización de las personas sobrevivientes de ataques con ácido.


En la segunda parte de este libro, titulada “Respuestas institucionales y sociales frente a las víctimas en Colombia”, se aborda el papel del Estado y de la sociedad frente a las personas que buscan reconocimiento de la verdad, justicia y reparación en muy diversos ámbitos, derivados de las múltiples vulneraciones que sufrieron. Esta sección inicia con el capítulo titulado “Redefiniendo la centralidad de las víctimas en la Comisión de Esclarecimiento de la Verdad”, escrito por la Dra. Laly Catalina Peralta González, profesora del Seminario, en el que se problematiza la literatura que asocia la centralidad de las víctimas, con la centralidad de los testimonios de sufrimiento narrados por ellas mismas. La Dra. Peralta sugiere, a través de dicha problematización, alternativas para que la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad en Colombia pueda materializar su aspiración de estar centrada en las víctimas. 


El capítulo dos, “Puntos de encuentro entre las oportunidades para la participación de las víctimas y la toma de decisiones con apoyo. Un ejemplo de aplicación en Colombia”, fue escrito por la estudiante del doctorado en Derecho, Paola Balanta Cobo. Este artículo reflexiona sobre los mecanismos de participación dispuestos para las víctimas del conflicto armado, definidos desde la institucionalidad e incorporados en el Acuerdo Final. El texto identifica algunos desafíos enfrentados por la institucionalidad para garantizar la centralidad de las víctimas, tomando como referencia los principios que orientan al enfoque centrado en la persona. En particular, la autora presenta los retos que enfrenta la Unidad para las Víctimas en su esfuerzo por ofrecer una reparación transformadora de carácter integral y diferencial.


A continuación, encontramos el texto “Retos y dificultades de las víctimas del conflicto armado en torno a la reparación y atención administrativa. Un análisis frente a la institucionalidad de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas”, escrito por la estudiante del doctorado en Derecho, Estefanía Acosta Páez. El documento entiende, desde un punto de vista institucional, a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las víctimas como la respuesta del Estado colombiano frente a las víctimas del conflicto armado; igualmente, el texto ilustra los retos de la entidad y las dificultades que enfrentan las víctimas al solicitar reparación y atención integral administrativa.


El capítulo final, escrito por la estudiante del doctorado en Derecho, Clara Carolina Cardozo Roa, presenta cómo el derecho civil puede también ofrecer respuestas a las víctimas del conflicto. El trabajo se titula “Más allá de la propiedad privada. El derecho civil como instrumento de protección de las víctimas en el conflicto armado colombiano”. A partir de una revisión bibliográfica y del análisis de varios casos, la autora demuestra que las normas, históricamente, han servido para atender las necesidades de las víctimas; pero también que los jueces, en algunos eventos, les han dado una aplicación que va más allá de la intención del legislador. 


El libro, en su totalidad, busca aportar al debate actual sobre la conceptualización de lo que entendemos por víctima y cómo ese concepto atraviesa las políticas públicas que buscan atender sus reivindicaciones. Este debate resulta fundamental en la coyuntura nacional, en tanto que los mecanismos y medidas que conforman el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición están definiendo sus mandatos, reglamentos y lineamientos generales. 


La preocupación central de este texto han sido las víctimas en el marco del conflicto armado, sin embargo, con el fin de evidenciar la heterogeneidad del universo de las víctimas, se ha dado un lugar a otra tipología (p. ej., víctimas de trata de personas, víctimas de ataques con agentes químicos). Esta heterogeneidad refleja los múltiples sufrimientos que es posible padecer, e igualmente evidencia cómo la institucionalidad enfrenta el reto de ofrecer respuestas que atiendan a la singularidad de ese sufrimiento.


Beatriz Londoño Toro 


Laly Catalina Peralta González


Editoras académicas
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Introducción


La categoría víctima, en estas últimas décadas, se ha instalado como un concepto fundamental en nuestro vocabulario corriente para identificar a las personas vulneradas por un tercero, pero también ha sido incorporada a nuestras adscripciones identitarias para presentarnos en el espacio público, por ejemplo, para demandar el acceso a ciertos derechos y garantías administrados por el Estado. La extensión de esta autoadscripción y su reconocimiento por parte de otros, incluidas diferentes agencias estatales e internacionales, es un fenómeno histórico que algunos autores han vinculado con la expansión de los discursos vinculados a la doctrina de los derechos humanos (DD. HH.) y el derecho internacional humanitario (DIH), y a lo que el antropólogo Didier Fassin (2016) ha denominado el gobierno humanitario1. En varios países de Sudamérica (como Argentina, Chile o Colombia) este fenómeno se ha acentuado a lo largo de los llamados procesos de justicia transicional (JT) que han impulsado la delimitación y reconocimiento de diferentes tipos de hechos victimizantes (desplazamiento forzado, desaparición forzada, tortura, secuestro, masacre, entre muchos otros) que ocasionaron diversos daños y sufrimientos, y han promovido el diseño e implementación de una serie de mecanismos de reparación material y simbólica estatal para los sujetos vulnerados, ya sea en el marco de dictaduras o conflictos armados. 


En este trabajo se busca reflexionar sobre la categorización estatal en tanto víctimas (especialmente mediante el análisis de normativas jurídicas) y sobre las ambigüedades y confrontaciones inherentes a procesos de marcación y desmarcación social orientados —entre otros objetivos— a reclamar, otorgar o, incluso, inhibir o rechazar el acceso a mecanismos de justicia transicional en el marco de violaciones a los DD. HH. y al DIH. De esta manera, se busca resaltar las formas en que las categorías de víctima y su contracara (la de victimario) se han vuelto significativas en ciertos contextos —y no en otros— para referirse a hechos de violencia, y las maneras en que sus sentidos han sido disputados por actores con distintos intereses. A su vez, con base en la descripción de una serie de debates sociales, se discuten algunas aproximaciones teóricas que asumen que este tipo de políticas humanitarias —en términos estructurales— tienden a desagenciar a los individuos y a resquebrajar solidaridades horizontales, privilegiando el vínculo con las instituciones jerárquicas del Estado.


A lo largo del texto, la descripción analítica de la institucionalización de la categoría víctima del terrorismo de Estado en Argentina y del conflicto armado interno en Colombia nos permitirá sostener, en primer lugar, que los procesos de acreditación siempre conllevan tensiones en el campo social y político puestas de manifiesto a través de demandas de reconocimiento estatal. Ya que esta dinámica de acreditación y visibilización al mismo tiempo que incluye también excluye, es decir, al mismo tiempo que singulariza ciertos perfiles de hechos victimizantes y de sujetos vulnerados, desdibuja a otros que no son contemplados ni como víctimas ni como victimarios, o sea, que no son objeto ni sujeto de la violencia representada.


En segundo lugar, al realizar una lectura más profunda de este proceso de acreditación estatal, se distinguirá la existencia de un elemento que aparece de manera tácita, un componente definido previamente a la categorización de víctima-victimario, que es la delimitación de lo que se comprende más o menos extensivamente como violencia legal e ilegal o legítima e ilegítima, y a quienes se demarca como los agentes responsables (social y jurídicamente) y como afectados o damnificados por dicho tipo de violencia.


Por último, una tercera lectura nos permitirá evidenciar lo que generalmente soslayan los dos niveles anteriores de análisis, que es lo siguiente: esta forma de singularización del daño y categorización de los sujetos en tanto víctimas se ha convertido en una forma hegemónica desde la cual no solo tramitar los efectos de la violencia política pasada y presente, sino también desde donde disputar el poder sobre los aparatos del Estado y la producción y reproducción de representaciones sociales hegemónicas sobre órdenes históricos y sus posibles transformaciones. Como veremos a lo largo de este trabajo, si bien en este sentido se podría afirmar que la utilización de la categoría de víctima promueve a través de su uso una reproducción del orden hegemónico, eso no puede darse por supuesto de antemano. Nuestra propuesta es otorgar, en cambio, mayor relevancia a los conflictos sociales en torno a la representación de lo que se recorta como violencia y sujeto víctima, y a las prácticas políticas de las personas en un campo de fuerzas que los constriñe.



La consagración institucional de la categoría de víctima del terrorismo de Estado (en Argentina) y del conflicto armado (en Colombia) 


En el caso argentino, la categoría de víctima —entendida como objeto de políticas públicas— se instaló fuertemente en la estructura institucional del Estado a partir de la aprobación de leyes y del desarrollo de una serie de programas gubernamentales tendientes a reparar a las personas vulneradas durante la última dictadura militar (1976-1983), posteriormente contenidas bajo la denominación: víctimas del terrorismo de Estado (1974-1983)2. Las personas acreditadas por el Estado de este modo han sido, mayoritariamente, quienes fueron detenidas-desaparecidas, así como sus familiares directos, ex detenidos-desaparecidos o sobrevivientes de centros clandestinos de detención (CCD), presos por razones políticas que no tuvieron un debido proceso judicial y niños nacidos durante el cautiverio de sus madres en un CCD. Este proceso ha sido parte de las demandas de diversas personas, como abogados y activistas de DD. HH., y el trabajo político de algunos funcionarios y legisladores, especialmente para la elaboración, aprobación e implementación de leyes que han delimitado los contornos de la figura de víctima y el acceso a ciertas formas de reparación por parte del Estado3.


Actualmente, de acuerdo con la legislación nacional, las personas que fueron sometidas a torturas y detención arbitraria, entre otras vejaciones (sin importar si fueron o no militantes de organizaciones político-revolucionarias), han sido calificadas y reconocidas jurídica y administrativamente por las agencias estatales y por gran parte de la sociedad como “víctimas del terrorismo de Estado”, mientras que los miembros de la Fuerza Pública que participaron activamente en la llamada “guerra contra la subversión” y la ejecución de un plan sistemático de aniquilamiento de la disidencia política han sido calificados como “victimarios”, “represores”, “perpetradores” o “genocidas”, muchos de ellos procesados y condenados por delitos de lesa humanidad. 


Estas formas de clasificación acreditadas por el Estado han sido instituidas a través del Informe Nunca más (Conadep, 1984), las leyes de indemnización económica implementadas desde la década del noventa por la Secretaría de DD. HH. (SDH), las sentencias de los tribunales de justicia y la construcción de monumentos o memoriales en homenaje a las víctimas del terrorismo de Estado. No obstante, ellas son tensionadas e incluso confrontadas abiertamente en diferentes situaciones sociales. Estas formas de clasificación suelen ser evaluadas, jerarquizadas e, incluso, controvertidas a partir del propio uso que se hace de ellas y, a su vez, a partir de las valoraciones morales que otros realizan de este uso en esferas de actividad heterogéneas. En este sentido, si bien las instituciones estatales constriñen las formas adecuadas de significar ciertos eventos considerados como “políticamente violentos” y de categorizar quiénes son víctimas y quiénes son victimarios, estas clasificaciones se nutren semánticamente del devenir de las interacciones entre diferentes individuos, de procesos sociales cambiantes y de los discursos hegemónicos que logran imponerse a través de los medios de comunicación. 


En Argentina, regularmente se reavivan los debates sobre la violencia política pasada y el contenido de la categoría víctima, así como sobre quiénes están autorizados institucional y socialmente a utilizarla en la esfera pública. Por ejemplo, con la elección del actual presidente Mauricio Macri (2015-presente) se han multiplicado una serie de declaraciones públicas de sectores cercanos a los integrantes de la Fuerza Pública que reclaman su carácter de víctima, más bien que de victimarios, y que demandan al Gobierno que garantice los derechos de las personas procesadas por delitos de lesa humanidad4. Este tipo de afirmaciones suelen ser confrontadas por algunas organizaciones de DD. HH., como el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) y Madres Línea Fundadora o Abuelas de Plaza de Mayo, a través de la organización de movilizaciones masivas y comunicados de prensa.


La acreditación como víctima del terrorismo de Estado, de este modo, siempre ha sido fluctuante y continúa siendo objeto de disputa. Hay quienes buscan extender la definición de violencia política incorporando otros momentos históricos de ejercicio de la violencia estatal percibida como ilegal y su concomitante reconocimiento y reparación por parte del Estado. Algunas de estas demandas, por ejemplo, han sido incorporadas en la Ley 26.564 del año 2009, que establece una reparación patrimonial (ampliando los beneficios que otorgan las leyes 24.043 para presos políticos y 24.411 para familiares de detenidos-desaparecidos) a aquellas personas que:


entre el 16 de junio de 1955 y el 9 de diciembre de 1983 hayan estado detenidas, hayan sido víctimas de desaparición forzada, o hayan sido muertas en alguna de las condiciones y circunstancias establecidas en las mismas; y a las víctimas del accionar de los rebeldes en los acontecimientos de los levantamientos contra el segundo gobierno de Perón del 16 de junio de 1955 y del 16 de septiembre de 1955, sea que los actos fueran realizados por integrantes de las Fuerzas Armadas, de seguridad o policiales, o por grupos paramilitares o civiles incorporados de hecho a alguna de las fuerzas; a los militares en actividad que por no aceptar incorporarse a la rebelión contra el gobierno constitucional fueron víctimas de difamación, marginación y/o baja de la fuerza; a quienes hubieran estado en dicho período, detenidos, procesados, condenados y/o a disposición de la Justicia o por los Consejos de Guerra5.


Paralelamente, están quienes intentan desmontar la categoría de terrorismo de Estado instalando, en cambio, la idea de que lo que hubo en Argentina fue una guerra. De acuerdo con este punto de vista, la lectura del pasado en tales términos (guerra, en vez de terrorismo de Estado) cambiaría rotundamente las formas de categorización de los hechos victimizantes y la demarcación de quiénes pueden o no ser acreditados como víctimas. Pues, según esta última perspectiva, si los combatientes revolucionarios (secuestrados, torturados, muertos, presos, detenidos-desaparecidos o liberados) pueden ser adscritos como víctimas, también lo podrían ser los combatientes contrarrevolucionarios (miembros de la Fuerza Pública muertos o heridos), al equiparar todas las formas de violencia política (independientemente de la ilegalidad de los actos cometidos por los agentes estatales). Esta postura, no obstante, presenta matices. Un caso es el de los familiares de los soldados conscriptos asesinados en las tomas de cuarteles por parte de la guerrilla, quienes demandan el derecho a ser indemnizados en igualdad de condiciones por parte del Estado (como ha ocurrido en el caso de la toma guerrillera del Regimiento de Infantería de Monte 29 de la provincia de Formosa en 1975). Generalmente, a nivel estatal, estos soldados ocupan una posición ambigua, pues no son reconocidos ni como víctimas ni como victimarios y no suelen recibir homenajes ni reconocimientos por parte de la sociedad civil, el Ejército u otra institución del Estado6. Otro caso es el de detractores de la Fuerza Pública que promueven que la indemnización económica por parte del Estado debería extenderse también a las que consideran todas las víctimas de la subversión, incluyendo a quienes organizaron y administraron un plan nacional sistemático y clandestino de aniquilamiento de la disidencia política. En general, esta demanda ha salido a la superficie pública en los momentos en que se establecieron medidas reparatorias que han involucrado presupuesto público o la construcción de monumentos que han fijado en la piedra ciertas formas de clasificar los hechos de violencia pasados como producto del terrorismo de Estado. 


Algunas de estas tensiones no saldadas sobre la condición de víctima se hicieron visibles en 1998, a raíz de la colocación de la piedra fundamental del Monumento a las Víctimas del Terrorismo de Estado, lo que fue objeto de repudio por parte de sectores vinculados a la Fuerza Pública y, al mismo tiempo, fue objeto de debate por parte de algunos organismos de DD. HH. Para los primeros, el Monumento debía incorporar a las víctimas de la guerrilla como parte de una política de reparación histórica de “todos los argentinos”, y no solo de las víctimas del Estado. Para la Asociación Madres de Plaza de Mayo (a diferencia de otras organizaciones de DD. HH.), el Monumento debía ser rechazado, pues no evocaba los ideales políticos de los combatientes revolucionarios al presentarlos exclusivamente como víctimas, y no como protagonistas de la historia (Guglielmucci, 2013). En este sentido, la reparación estatal hacia las víctimas del terrorismo de Estado ha sido objeto de controversia y aún lo continúa siendo, ya sea en su dimensión simbólica, administrativa o jurídica. 


Estas diferentes percepciones sobre quiénes debieran ser acreditados como víctimas se expresan generalmente en el ámbito parlamentario argentino, en demostraciones en el espacio público y a través de la prensa. Incluso, pueden leerse en los testimonios de los integrantes de grupos de tarea (GT) que ejecutaron los secuestros, aplicación de tormentos y desaparición forzada de personas durante la última dictadura militar, y que comúnmente se presentan a sí mismos en tanto víctimas que cumplieron con el deber de salvar a la patria, o como presos políticos que han sido procesados o condenados injustamente. Para ilustrar esta valoración, podemos citar el caso del capitán de fragata retirado Adolfo Donda, condenado por los crímenes cometidos en el CCD ESMA. En el juicio oral se exhibió a sí mismo como “una víctima que enfrenta en soledad a sus victimarios: el gobierno integrado por ‘ex terroristas’, la justicia y sus ‘tribunales especiales’ ”. En sus propias palabras: “No tengo nada que ver con los nazis, como dice la prensa paga, hoy me siento como un judío perseguido” (Aranguren, 2011). De esta manera, distintos actores (incluyendo a quienes han sido procesados por crímenes de lesa humanidad) suelen reforzar a través de sus discursos la eficacia de las categorías de víctima y de victimario para referirse a la violencia política, aunque al hacerlo inviertan el contenido con el que ellas han sido asociadas hasta ahora históricamente en Argentina, donde los detenidos-desaparecidos constituyen el epítome de la condición de víctima del terrorismo de Estado.


En el caso colombiano, por su parte, el reconocimiento institucional de algunos actores como víctimas de violaciones a los DD. HH. y al DIH con ocasión del conflicto armado interno, sobre todo a partir de las llamadas Ley de Justicia y Paz (975 de 2005)7 y Ley de víctimas y restitución de tierras (1448 de 2011)8, ha incluido una gran diversidad de perfiles de vulneración: familiares de detenidos-desaparecidos, torturados, secuestrados, desplazados de modo forzado, afectados por minas antipersonales, miembros de la Fuerza Pública asesinados, menores reclutados a la fuerza, víctimas de violencia sexual, entre otros. Un aporte, sobre todo de la Ley 1448, ha sido dictar medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno, visibilizando de este modo la existencia de víctimas y su condición de sujetos de derechos específicos. Actualmente el Estado colombiano ha registrado a casi ocho millones de víctimas, cuya gran mayoría han sido desplazados forzados, y ha establecido mecanismos para abordar una reparación administrativa, medidas de reparación simbólica y restituir a algunas de ellas las tierras que les fueron arrebatadas. 


Aquí no ahondaremos en los (in)cumplimientos de las agencias estatales respecto a los compromisos establecidos mediante las leyes 975 y 1448, que han sido objeto de numerosos informes institucionales, notas de prensa y trabajos académicos (Lyons, 2010), ya que esto no es parte de los objetivos del texto. Lo que nos interesa destacar, en cambio, es cómo ha sido inscrita y perfilada estatalmente la condición de víctima, así como los mecanismos de acreditación institucional que habilitan o excluyen esta posible adscripción. En primer lugar, una de las cuestiones que emergen de la lectura de las leyes es que la condición de posibilidad de ser reconocido en tanto víctima aparece supeditada al perfil del victimario: los llamados Grupos Armados Organizados al Margen de la Ley (a los que de aquí en adelante identificaremos como GAOML). 


La Ley 975, y su modificación por medio de la Ley 1592 (2012), tuvo por objeto “facilitar los procesos de paz y la reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miembros de grupos armados al margen de la ley, garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación”. A diferencia de la Ley de Víctimas, ha sido una ley enfocada en los derechos y responsabilidades de los “autores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la pertenencia a [GAOML], que hubieren decidido desmovilizarse y contribuir decisivamente a la reconciliación nacional”, entendiendo a estos últimos como “el grupo de guerrilla o de autodefensas, o una parte significativa e integral de los mismos como bloques, frentes u otras modalidades de esas mismas organizaciones, de las que trate la Ley 782 de 2002”. En el artículo 5.° de la Ley 1592, no obstante, se aclara a quién se comprende como víctima: 


[…] a la persona que individual o colectivamente haya sufrido daños directos tales como lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo de sus derechos fundamentales. Los daños deberán ser consecuencia de acciones que hayan transgredido la legislación penal, realizadas por [GAOML]. También se tendrá por víctima al cónyuge, compañero o compañera permanente, y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida […]. La condición de víctima se adquiere con independencia de que se identifique, aprehenda, procese o condene al autor de la conducta punible y sin consideración a la relación familiar existente entre el autor y la víctima […]. Igualmente se considerarán como víctimas a los miembros de la Fuerza Pública que hayan sufrido lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual o auditiva), o menoscabo de sus derechos fundamentales, como consecuencia de las acciones de algún integrante o miembros de los [GAOML]. Asimismo, se tendrán como víctimas al cónyuge, compañero o compañera permanente y familiares en primer grado de consanguinidad, de los miembros de la Fuerza Pública que hayan perdido la vida en desarrollo de actos del servicio, en relación con el mismo, o fuera de él, como consecuencia de los actos ejecutados por algún integrante o miembros de los [GAOML].


La supeditación de la condición de víctima a quién haya sido el victimario ha sido objeto de controversia pues, en un principio, su definición dejó por fuera a las personas que eran consideradas víctimas de la Fuerza Pública o del narcotráfico, la delincuencia común o las llamadas bandas criminales, ya que estas últimas no fueron reconocidas por la ley como GAOML. Un nodo de debate en torno a estas leyes, por lo tanto, ha sido la jerarquización de los actos de violencia según su agente (legal o ilegal, criminal político o criminal común). Esto ha llevado a disputas entre los actores que demandan su acreditación estatal en tanto víctimas del conflicto armado, pues, si bien algunos de ellos pueden ser perfilados como objetos de los mismos actos de violencia, su condición no depende únicamente del efecto (p. ej., desplazamiento, desaparición, asesinato), sino de quién sea señalado como responsable. Tal delimitación del perfil de víctima (supeditada a la de victimario), a su vez, plantea ciertos cuestionamientos respecto al acceso universal a las medidas de reparación, ya que si el desaparecido o asesinado es sindicado o sospechado de estar vinculado a una organización guerrillera o paramilitar, ello puede generar reparos por parte de sus familiares a la hora de acudir al amparo de estas leyes o, incluso, a la justicia ordinaria.


Con posterioridad, la Ley 1448 ha ampliado la especificación de la noción de víctima estableciendo nuevas condiciones de posibilidad para ser acreditado y reparado estatalmente. En su artículo 3°, considera que pueden ser comprendidas de este modo:


[…] aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno. También son víctimas el cónyuge, compañero o compañera permanente, parejas del mismo sexo y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida […]. (Énfasis añadido)


En concordancia con la Ley 975, estipula que tampoco serán considerados como víctimas “quienes hayan sufrido un daño en sus derechos como consecuencia de actos de delincuencia común”. Esta definición ha sido objeto de disputa sobre la interpretación de lo que puede ser incluido como infracción a los DD. HH. y al DIH con “ocasión del conflicto armado”. Por un lado, porque los derechos humanos y humanitarios quedan circunscritos de este modo a una situación de guerra sin contemplar su carácter idealmente universal y abstracto que puede aplicarse también a estados comprendidos como de paz o de posconflicto. Y, por otro lado, porque no se están reconociendo las raíces y transformaciones históricas de los actores armados y el ejercicio de la violencia. Esto es un problema si se tiene en cuenta la invisibilización de la continuidad del paramilitarismo en el país, así como también de sus víctimas con posterioridad al fallido proceso de desmovilización. Al respecto, el portal de investigaciones periodísticas de Verdad Abierta ha observado críticamente la distinción que la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV) realiza de las personas vulneradas, segmentándolas según la identificación de victimario:


En las cifras que publica la [UARIV] en su página en Internet no se meten en el mismo paquete a las “víctimas del conflicto armado” con las “víctimas reconocidas en Sentencia C-280 y Auto 119 de 2013”, ambas decisiones de la Corte Constitucional para incluir en las reparaciones a los afectados por las llamadas BACRIM o bandas criminales emergentes, que surgieron a mediados de 2006, una vez concluyó la desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) bajo los acuerdos con el Gobierno Nacional. Las cifras existentes muestran cómo la violencia de esas estructuras armadas se incrementó sustancialmente al pasar de 11 mil víctimas en 2009 a más de 30 mil en 2010. […] Sin embargo, la Unidad de Víctimas no registraba a estas personas, pues la Ley 1448 detalla que “no serán considerados como víctimas quienes hayan sufrido un daño en sus derechos como consecuencia de actos de delincuencia común”. A pesar de que en la última década se crearon leyes y mecanismos que reconocen a las víctimas y procuran restablecer sus derechos, […] varios sectores consideran que nunca se cumplió el compromiso de no repetición de los grupos de las autodefensas que dejaron las armas, puesto que, según algunos de ellos, “cambiaron de razón social y continuaron delinquiendo”. (Verdad Abierta, 2015)


Por otro lado, a partir de esta ley, se han abierto algunos debates en torno a la fecha histórica establecida y su arbitrariedad. Pues si bien la ley aclara que “las personas que hayan sido víctimas por hechos ocurridos antes del primero de enero de 1985 tienen derecho a la verdad, medidas de reparación simbólica y a las garantías de no repetición previstas en la presente ley, como parte del conglomerado social y sin necesidad de que sean individualizadas”, al mismo tiempo determina que ellas no tendrán acceso a medidas que sean de índole económica, como indemnizaciones o restitución de tierras. Esto establece una jerarquización entre las personas vulneradas que son consideradas víctimas de facto (por ejemplo, por el desplazamiento forzado y el despojo), pero no son reconocidas ni atendidas del mismo modo por el Estado, según la fecha en la que hayan ocurrido los hechos9.


En otros parágrafos del artículo tercero, la Ley de Víctimas también amplía ciertas especificaciones respecto a la circunscripción entre víctima y victimario. Especialmente cuando aclara que los miembros de los GAOML “no serán considerados víctimas, salvo en los casos en los que los niños, niñas o adolescentes hubieren sido desvinculados del grupo […] siendo menores de edad”. Es decir, los miembros de grupos armados irregulares y los menores víctimas de reclutamiento que se desmovilicen después de los 18 años no serán contemplados por ella. A su vez, “el o la cónyuge, compañero o compañera permanente, o los parientes de los miembros de [estos grupos] serán considerados como víctimas directas por el daño sufrido en sus derechos en los términos del [artículo 3], pero no como víctimas indirectas por el daño sufrido por los miembros de dichos grupos”. Esto deja abierta la duda sobre si los familiares de detenidos-desaparecidos o asesinados que hayan integrado guerrillas o grupos paramilitares pueden ser considerados como víctimas en el marco de esta Ley. Lo que se ha registrado hasta ahora en algunas indagaciones es que: 


en casos de homicidios ilegítimos cometidos por parte de las fuerzas de seguridad del Estado en los que usualmente se sostiene que los asesinados pertenecían a un grupo armado ilegal, los familiares de estas víctimas sólo serían reconocidos como tales hasta que una investigación criminal confirme que la persona fallecida no hacía parte de una de esas organizaciones. Dadas las dificultades de esclarecer este tipo de situaciones, esta disposición puede impedir que los familiares obtuviesen reparación en virtud de la Ley. En otras palabras, las víctimas de las fuerzas militares del Estado no han sido contempladas por esta Ley. (Martínez Cortés, 2013, p. 14)


En ambas leyes colombianas se establecen distinciones respecto al agente responsable de la violencia. Se distingue entre actores legales (Fuerzas Públicas) e ilegales (GAOML), y se incorpora dentro de los ilegales a grupos que generalmente se presentan a sí mismos de manera heterogénea (guerrillas o paramilitares). Esta separación (legal/ilegal), por un lado, y esta conjunción, por el otro, han sido objeto de impugnación por parte de algunas organizaciones de DD. HH., como la Asociación de Familiares de Detenidos Desaparecidos (ASFADDES)10, que ha tensionado los supuestos subyacentes a tal categorización. En primer lugar, ASFADDES ha llamado la atención sobre la inclusión de las Fuerzas Públicas entre los agentes que han cometido violaciones a los DD. HH. y el DIH; y, en segundo lugar, ha destacado ciertas diferencias entre unos y otros actores (guerrilla y paramilitares), según su relación o no con miembros del Estado (ASFADDES, 2003; Giraldo, 2003).


Ya en 2003 el padre jesuita Javier Giraldo, al cumplirse el 20 aniversario de ASFADDES, hacía alusión al trabajo que implicó para los integrantes de esta organización la asimilación, conocimiento y representación de las ausencias como “desapariciones forzadas” en las que estaban implicados agentes del Estado. Trabajo al que él denominó “epistemología política”, porque involucró el (des)cubrimiento de una doble faz del Estado de derecho, al mismo tiempo garante de los derechos cívicos y aniquilador de estos:


Si la historia de ASFADDES es densa en sufrimiento, también lo es en la asimilación de parámetros de epistemología política. La búsqueda ansiosa y desgarradora de los seres queridos, que fueron hundidos brutalmente en la indefinición existencial, se fue convirtiendo también forzosamente, para los familiares y su entorno solidario, en patrones de conocimiento, que por contrastes y repeticiones, fueron dando acceso a un profundo saber político, en el que fue emergiendo la verdadera sombra del Estado, es decir, el conocimiento de esos trasfondos inconfesables, estructuralmente encubiertos, donde los psicoanalistas modernos descubren los resortes más decisivos de las conductas humanas. En todos estos procesos se ha ido develando la realidad de un Estado que a través de un conjunto de sus órganos, con brazos que se sumergen camufladamente en la población civil, ejerce una violencia destructiva y cruel, y que a través de otro conjunto de sus órganos, juega el rol de agente de la justicia y del Derecho. La confluencia de estos dos roles en una misma persona moral o jurídica, solamente es viable cuando la personalidad se escinde profundamente, confinando la mayor parte de su accionar inconfesable a un Para-Estado, el cual ejerce la violencia instintiva incentivada por las desigualdades e injusticias que se dirimen en los poderes de facto, y aderezando otro accionar, este sí presentable en el concierto de la sociedad internacional, dentro de los parámetros fundamentales de un Estado de Derecho. (Giraldo, 2003, p. 2)


Respecto a los sujetos vulnerados, la Ley 1448 remarca que los integrantes de los GAOML no pueden ser considerados como víctimas. No obstante, ello no implica que esta delimitación no sea disputada al menos en algunos de sus efectos. Por ejemplo, durante el Proceso de Paz (2012-2016) entre las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) y el Gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2018), ASFADDES impulsó el reconocimiento estatal de ciertos principios humanitarios que atendieran a las necesidades particulares de los familiares de guerrilleros muertos (o personas sindicadas como combatientes irregulares) que nunca tuvieron acceso a conocer la verdad sobre el destino de su ser querido y a una entrega digna del cadáver. Por medio del Comunicado Conjunto No. 62 (La Habana, 17 de octubre de 2015), las FARC y el Gobierno se comprometieron a establecer “medidas inmediatas de construcción de confianza que contribuyan a la búsqueda, ubicación, identificación y entrega digna de restos de personas dadas por desaparecidas en el contexto y en razón del conflicto armado” y solicitar para ello el apoyo del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) con el fin de diseñar y poner en marcha planes especiales humanitarios para la búsqueda, ubicación, identificación y entrega digna de restos a sus familia11.


A partir de las discusiones en torno a las Leyes de Justicia y Paz y la Ley de Víctimas, así como los debates en torno al Acuerdo de Paz (2016), las clasificaciones de víctima y victimario —más o menos consolidadas históricamente— se han ido tensionando, diversificando y complejizando en su aplicación social, administrativa, jurídica y política. La percepción promovida durante los gobiernos de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010), que señalaba a la guerrilla como el principal victimario, subrayando los secuestros extorsivos, las pescas milagrosas, los atentados o el reclutamiento forzado de menores, se ha visto contrastada a raíz de las investigaciones sobre el paramilitarismo y los casos de ejecuciones extrajudiciales cometidas por parte de miembros de la Fuerza Pública y el constante trabajo de denuncia de activistas de DD. HH. y organizaciones de víctimas como las que integran el Movimiento de Víctimas de Crímenes de Estado (Movice)12. De hecho, la creación de este movimiento —luego de múltiples discusiones y acuerdos entre diversas organizaciones de derechos humanos y sociales y familiares de víctimas de crímenes de lesa humanidad— configuró un espacio que propuso la convergencia de afectados por la violencia estatal y paramilitar en todo el país y promovió desde el año 2005 el reconocimiento de los crímenes de Estado como “una ofensa contra la conciencia de la humanidad por las modalidades de su ejecución, por la naturaleza de los agentes que las llevan a cabo y por las connotaciones que trae el daño causado” (Cepeda & Girón, 2005, p. 263). Esta articulación de luchas y demandas fragmentadas les permitió a personas con experiencias de violencia y representaciones de victimización diversas adquirir “una expresión orgánica colectiva” en la esfera pública (Barrera, 2008, p. 1) y demandar la posibilidad de ser acreditadas estatalmente como víctimas incluso del propio Estado.


Lo que buscamos mostrar a través del análisis de estas situaciones es que, tanto en Argentina como en Colombia, la categoría víctima/victimario parece funcionar como una matriz de percepción y de acción instituida e instituyente que supone la representación de ciertos hechos de violencia como objeto de reparación humanitaria y reconoce a ciertos individuos vulnerados y sufrientes como interlocutores merecedores de una atención especial por parte del Estado. Esto promueve el valor social de esta categoría y que su contenido siempre esté sujeto a disputas y transformaciones según los intereses de diferentes actores y su capacidad de imponerlos unos sobre otros. En este sentido, la categoría puede ser disputada no solo para imprimirle cierto contenido empírico e histórico particular, sino también como un recurso político para demandar al Estado ciertos derechos presupuestos en la Constitución, los DD. HH. o el DIH, y como una forma posible —entre otras— de representar la relación entre los sujetos y el Estado, la política y lo político e, incluso, la noción de derecho. 


¿Por qué decimos que es una forma entre otras, pues no todos los actores en cualquier situación de vulneración se posicionan como víctimas ni se adscriben a esta forma de presentación en la esfera pública? Para algunos, más allá de los hechos de violencia identificados, esta categoría resulta limitante, y prefieren que se los reconozca como protagonistas de la historia o supervivientes de la violencia. En palabras de José Antequera, activista de Hijos Colombia, exfuncionario del Centro de Memoria, Paz y Reconciliación (CMPyR) y del Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH) y actual promotor de los Acuerdos de Paz a través de la iniciativa “Paz a la calle”: 


[víctima es] una categoría jurídica que significa que alguien me tiene que reparar por el daño ocasionado. Pero cuando eso se extiende al ámbito político, es como si me dijeran que soy el cordero de Dios que quita los pecados del mundo. Además me pone en una posición pasiva. Y ninguna de esas cosas se acomodan a mí o a mi historia. Mi familia ha sufrido daños a causa del conflicto porque participó conscientemente en la búsqueda de la paz. (Zamudio Palma, 2017)


De este modo, las personas no solo disputan el contenido empírico o histórico de la categoría de víctima (instituida e instituyente), sino también las limitantes y potencialidades de esta adscripción y autoadscripción para la acción política. Como ya hemos desarrollado en otros trabajos (Guglielmucci, 2017), el análisis de este proceso de categorización en términos de víctima, superviviente o protagonista permite entender la relación entre situación social y las maneras cambiantes en que las personas pueden recortar y nombrar un hecho, dotando de sentido a su vez la propia participación en tales eventos, con el objeto de comprender lo sucedido y aprehenderlo para aplicarlo a otras situaciones. La apropiación por parte de una persona de la condición de víctima está ligada a los mundos de sentido en los que ella participa, así como a los espacios de socialización, los colectivos de pertenencia previos y actuales, las expectativas y los perjuicios o beneficios que puede acarrear una clasificación o un encasillamiento de este tipo en un campo de acción dado. De este modo, en este proceso de categorización es importante señalar la propia diferenciación hecha por los actores entre las acciones de adscripción externa en cuanto víctima/s y la apropiación subjetiva, individual o colectiva, de dicha categoría ya institucionalizada, aplicada o desechada en diferentes contextos sociales (Guglielmucci, 2017, p. 88).



Violencias, víctimas y derechos humanos: una aproximación antropológica


Las formas dominantes de clasificación de la violencia y sus efectos, así como la acreditación de sujetos vulnerados en tanto que víctimas, establece distinciones en el flujo de la vida social que —si tomamos en consideración las experiencias de las personas— resultan artificiosas. Las personas lidian en su vida cotidiana con distintas formas de identificación por parte de agencias estatales heterogéneas (como ciudadanos, víctimas, desplazados, indígenas, afrocolombianos, etc.) y se autoadscriben de maneras disimiles según diferentes situaciones sociales. Estas categorizaciones, por lo tanto, pueden ser consideradas al mismo tiempo como impuestas y manipuladas (e incluso evadidas) por los actores en distintas redes de relaciones interpersonales e interinstitucionales. El problema, sin embargo, es cómo estas categorías producen sentido. Es decir, cómo se vuelven inteligibles y de qué manera adquieren sentido práctico, pues, como ya ha destacado la antropóloga Virginia Vecchioli, “no existen víctimas como resultado de la aplicación automática de criterios jurídicos ‘universales’ y con independencia del campo de fuerzas históricas y sociales en el cual son reivindicadas [ciertas] muertes y desapariciones” (2013, p. 5). Es decir, no existen víctimas con independencia de las relaciones de fuerza que habilitan que ciertos hechos sean representados y demandados como violentos y vulnerabilizantes. 


La afirmación presentada en el párrafo anterior amerita retomar algunas consideraciones epistemológicas provenientes del campo de la antropología, que nos advierten que “tanto la adopción de perspectivas unidimensionales [es decir, que no contemplan las múltiples determinaciones] como la imposición de conceptos clasificatorios [o etiquetas] que segmentan artificiosamente el flujo de la vida social contradicen directamente el mandato de atender a la complejidad de los hechos sociales” (Balbi, 2014, p. 18). Es decir, las formas de clasificación no pueden ser tomadas como algo dado o unívoco, como si fueran un componente que se corresponde con lo que comúnmente llamamos “realidad”. Esto equivale a decir que un hecho violento no crea automáticamente un hecho victimizante ni tampoco a una víctima, aunque se pueda presentar de este modo. Ello supone la imposición de ciertas representaciones y prácticas en torno a lo que se considera violentado y vulnerado, lo que en el caso aquí analizado suele presuponer la idea universalizante y normativa de los DD. HH. y el DIH, doctrinas jurídicas en las que los individuos somos figurados como sujetos de derecho de cara a un Estado (garante) en un orden global humanitario.


Con base en esta perspectiva antropológica, se vuelve imprescindible contemplar la manera en que las formas de clasificación se convierten en algo instituido y naturalizado. De ahí se deriva la importancia de analizar, en primer lugar, cómo son producidas las clasificaciones de víctima-victimario (y no víctima), así como de violencia y tipos de violencia (y no violencia). Y, en segundo lugar, cómo son apropiadas dichas categorías y qué es lo que ellas dejan por fuera del campo de visión. Ello involucra también examinar la efectividad de estas clasificaciones, es decir, de dónde emana su poder, expresado a través de su eficacia simbólica y material. De otro modo, sería imposible comprender la manera en que ellas son utilizadas o desechadas por las personas en diferentes contextos y por qué suelen ser objeto de disputa entre diferentes actores que adoptan distintas posiciones en un campo de fuerzas dado.


Al considerar los aportes de Bourdieu (1991, 1997) sobre la noción de habitus13, podemos presumir que la eficacia de la categoría víctima —y la noción de violencia que la precede— emana del carácter firmemente instituido y naturalizado de la noción de sujeto de derecho (individuo, ciudadano, víctima), dotada de eficacia simbólica a través de las agencias socializadoras del Estado (agente monopolizador del uso de la violencia legítima en un territorio dado) y del gobierno de lo humano con su discurso global sobre el sufrimiento, la compasión y lo humanitario (Fassin, 2016). Con base en esta perspectiva teórica, es debido a su carácter instituido y naturalizado que tales formas de clasificación de los individuos (Gatti, 2011a) pueden ser aplicadas como un recurso eficaz para singularizar y, al mismo tiempo, para evocar una idea de unidad (nosotros somos víctimas de un hecho victimizante y tales otros no lo son) y así reafirmar posiciones de legitimidad frente al Estado y agencias internacionales que finalmente son quienes los acreditan14. No obstante, no se puede desconocer que es por medio de la delimitación y proclama previa de una violación de derechos (que se presuponen humanos, es decir universalizantes) que se singulariza un perfil de víctima, considerado a su vez como una unidad representativa de un conjunto vulnerado (las víctimas del terrorismo de Estado o del conflicto armado). 


En otras palabras, si bien en la acreditación estatal como víctima se da un proceso de singularización e individuación del daño (ya señalado por Fassin, 1997), esto se sustenta generalmente en un proceso político anterior de colectivización de una demanda particular hacia el Estado y hacia las organizaciones internacionales de DD.HH., que implica un acto de delimitación y nominación de un daño entendido como vulneración a los derechos humanos.


Para profundizar esta idea retomaremos el estudio realizado por Ari Gandsman (2009) sobre el “derecho a la identidad” (que emergió en respuesta a las acciones de los militares durante la última dictadura argentina y la apropiación de bebés nacidos durante el cautiverio de sus madres), donde describe la manera en que la aplicación de este derecho por parte de Abuelas de Plaza de Mayo presupone el concepto de DD. HH. por sobre la violación específica (el derecho a conocer la identidad biológica en casos de sustracción de menores) y cómo las peticiones de DD. HH. ocurren nominalmente en el contexto de su abuso. En sus propias palabras: “Una violación del derecho precede a la existencia del derecho” (2009, p. 173). Es la percepción de que hubo una violación (la sustracción de la identidad biológica) lo que funda el “derecho a la identidad”. El análisis de este caso le permite al autor llamar la atención sobre la manera en que los DD. HH. —como respuesta a las violaciones— universalizan, normativizan y prescriben. Son universalizantes al convertir a los reclamos en independientes del tiempo y del espacio. Y, a su vez, son normativos y prescriptivos al transformar los reclamos universales en normas institucionalizadas que dictan cómo deberían ser tratadas las personas, pues el objetivo final de estas normas universales es que sean implementadas en la práctica local. El “derecho a la identidad” que plantean las Abuelas está basado en la premisa de la necesidad de saber la propia identidad biológica como un hecho universal. En este caso, el conflicto y su carácter no universal se derivan del repudio de un individuo respecto a lo que es considerado su propio derecho; en este caso, su derecho “a saber quién es”. De este modo, Gandsman advierte que los derechos humanos suelen revelar sus supuestos subyacentes cuando los individuos o grupos los rechazan. En el caso analizado, los conflictos emergen cuando las personas (por ejemplo, el niño apropiado durante el cautiverio de su madre y localizado por Abuelas) consientes de buen grado de que sus propios derechos sean violados, en este caso, al negarse a hacerse una extracción de sangre para probar su identidad biológica suplantada. Con base en este caso, se observa que la condición de víctima, así como los derechos y deberes concomitantes que le son reconocidos por el Estado no necesariamente son coherentes entre sí y aceptados unilateralmente, sino que más bien son objeto de disputa y de diversas apropiaciones. 


Retomando el planteo de Michel Agier, que sostiene que “cada acto de nominación y clasificación es un acto político” (2008, p. 33, citado en Vecchioli, 2013, p. 7), entendemos que las disputas entre diferentes actores por la adscripción o autoadscripción en tanto víctima, expresada a través de distintos posicionamientos y de prácticas discursivas en la esfera pública, ponen de manifiesto formas particulares de nombrar lo que se entiende por violencia (legal e ilegal; legítima e ilegítima; estructural, política, cotidiana, simbólica), ser o no sujeto de violencia y los derechos que esta vulneración engendra. En definitiva, es el trabajo político en un campo de fuerzas dado el que logra circunscribir ciertas nociones de violencia e individualizar hechos victimizantes, así como perfiles de víctimas/victimarios.


El problema de la victimización, de este modo, adquiere sentido dentro del campo de la violencia o, como sostiene Gatti (2011), los mundos sociales que se estructuran en torno a ella, y en contra de ella, y a quienes afecta. El campo de la violencia es un campo social en el que se mezclan trayectorias vitales de actores individuales y colectivos, combates por definir los límites y los contenidos del campo, representaciones culturales, rutinas burocráticas, objetivaciones científicas, realizaciones institucionales, maneras de hablar, luchas por la legitimidad del portavoz. Es “un denso, vigoroso y, si no uniforme, sí internacionalmente reconocible campo social, que en la violencia y su digestión social encuentra el pilar en torno al que se edifica” (Gatti, 2011, pp. 427-428). 


Más allá de una semántica compartida, no obstante, este campo global centrado en el tratamiento de la violencia se estructura diferencialmente en su composición sintáctica a nivel local. Cómo se ordenan los términos y quiénes tienen la autoridad para hacerlo no es equivalente en cualquier contexto social, cultural e histórico. Es en este punto donde se hace necesaria la reflexión sobre las prácticas sociales por medio de las cuales se configuran e imponen más o menos legítimamente ciertas definiciones de identidad que, de manera simultánea, incluyen o excluyen categorías de sujetos y limitan o potencian ciertos tipos de configuraciones de relaciones jerárquicas interpersonales e interinstitucionales (Guglielmucci, 2017).


Desde esta perspectiva antropológica sobre las instituciones y las formas de clasificación social, por lo tanto, cobra relevancia la premisa de que son los órdenes sociales empíricos e históricos los que moldean nuestras vidas, y no elementos universales y (a)históricos los que explican nuestro presente. En este sentido, la forma en que han sido representadas institucionalmente diferentes formas de violencia post-Segunda Guerra Mundial, a través de lo que hoy se denominan mecanismos de justicia transicional, es lo que ha instituido y naturalizado a la categoría de víctima (lo que en la práctica se traduce en universos particulares de víctimas y victimarios, y de no víctimas), así como a ciertas nociones de violencia; pero donde, supuestamente, no se disputa la legitimidad de dicho esquema de percepción y ordenamiento del mundo, sino solo su aplicación práctica. 
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